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INTRODUCCIÓN
Producto de la crisis social, económica y políti-
ca que se vive en Venezuela, millones de perso-
nas han tenido que salir su país desde el 2015. 
Según la Plataforma de Coordinación Interagen-
cial para Refugiados y Migrantes de Venezuela 
(R4V), para junio de 2024, hay 7.774.494 vene-
zolanos y venezolanas migrantes1 en el mun-
do, convirtiéndose en una de las diásporas más 
grandes en la actualidad. De esta población, el 
85% se encuentra en América Latina y el Caribe, 
especialmente en Colombia, hacia donde han 
migrado más de dos millones de personas, con-
centrando el 36,76% del total global (R4V,2024). 
De acuerdo con cifras de Migración Colombia, se 
estima que, para julio de 2024, en el país se en-
contraban 2.808.905 personas migrantes vene-
zolanas, de las cuales aproximadamente el 80% 
han sido regularizados o se encuentran en pro-
ceso de regularización. Según Migración Colom-
bia, este alto nivel de regularización se ha realiza-
do a través del Estatuto Temporal de Protección 
para Migrantes Venezolanos (en adelante ETPV), 
un mecanismo que busca registrar información 
sobre la población migrante proveniente de ese 
país y ofrecerle una regularización temporal. 
Para lograrlo, el ETPV creó el Permiso por Protec-
ción Temporal (en adelante PPT), un documento 
de identificación que permite que esta pobla-
ción permanezca en Colombia y ejerza, durante 
los 10 años de su vigencia, cualquier actividad u 
ocupación legal dentro del país (Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 2021)2. Así mismo, la Reso-
lución 971 de 2021 establece que, al ser un do-

1  Aunque se reconoce que la categoría migrante cobija 
también a personas que migraron voluntariamente por 
estudio, trabajo o familia, en este documento, por personas 
migrantes se refiere a quiénes tuvieron que salir de su país 
forzosamente por razones económicas, políticas, de género, 
etnia o religión.

2  El ETPV no ha sido la única figura de regularización que 
se adoptó en Colombia para atender la migración venezola-
na; en 2016 se implementó el Permiso Especial de Perma-
nencia para el Fomento de la Formalización y en 2017 se 
creó el Permiso Especial de Permanencia, ambos buscaban 
permitir que las y los migrantes accedieran a sus derechos 
y reducir las barreras que enfrentaban, sin embargo, no 
fueron eficientes en esto. Lo anterior demuestra que es un 
problema que prevalece desde hace mucho tiempo y que el 
Estado colombiano no ha tenido capacidades para atender 
una crisis tan masiva.

cumento de identificación, el PPT es válido para 
acceder sin limitación alguna a derechos como 
salud, educación y trabajo, así como a todos los 
beneficios que ofrece el Estado colombiano y los 
servicios que proveen las instituciones públicas 
y privadas3.

De estas gestiones por la regularización en la 
región se destacan las de países como Brasil, 
República Dominicana y Ecuador donde la po-
blación migrante puede acceder a permisos de 
residencia, visas de trabajo y al reconocimiento 
del estatus de refugio, los cuales no tienen una 
amplia cobertura en comparación con el ETPV4. 

En Colombia, a través del ETPV, más de un mi-
llón de personas venezolanas se han afiliado al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(SGSSS), y más de 500.000 estudiantes de Vene-
zuela se han matriculado en alguna institución 
educativa (Observatorio de Venezuela de la Uni-
versidad del Rosario, 2024). Esto significa que la 
población migrante está logrando acogerse a los 
sistemas de salud y educación, un paso muy im-
portante en la garantía de los derechos funda-
mentales, la protección y la integración. 

Si bien este mecanismo ha regularizado a un 
alto porcentaje de personas migrantes y les ha 
permitido encontrar facilidades en su proceso 
migratorio y de integración, el Servicio Jesuita 
a Refugiados Colombia (JRS/COL), durante su 
acompañamiento a esta población, ha logrado 
identificar que persisten dificultades de acceso 
a bienes, servicios y derechos fundamentales 

3  El parágrafo primero del artículo 14 de la resolución 
establece que el PPT es aplicable a todas las situaciones 
donde las y los migrantes tengan que identificarse como, 
por ejemplo, procesos notariales, trámites de licencias de 
conducción, servicios bancarios, trámites de tarjetas profe-
sionales, por mencionar algunos.

4  Según la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos (ACNUR) (2023), estas medidas han beneficiado a más de 
100.000 personas en Brasil y en República Dominicana más 
de 24.000 han recibido visas de trabajo; cifras por debajo de 
la regularización en Colombia. Ver más: https://www.acnur.
org/noticias/comunicados-de-prensa/integracion-y-regular-
izacion-claves-al-abordar-la-movilidad-humana
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a través del PPT5. Ante este escenario, surgen 
cuestionamientos como qué tan garantista es 
contar un documento de regularización, a qué 
servicios, beneficios y bienes están accediendo 
realmente las personas, por qué un documento 
que buscaba reducir barreras de acceso a dere-
chos aún no ha logrado tener ese alcance, cuáles 
son los avances y limitaciones de este mecanis-
mo de regularización, entre otros. 

En un esfuerzo por analizar cuál es el alcance del 
ETPV para que la población migrante provenien-
te de Venezuela acceda a sus derechos, y adver-
tir sobre las transformaciones sociales y políticas 
necesarias para responder de mejor manera a 
los desafíos que enfrentan estas personas, se 
conversó con más 80 venezolanas y venezolanos 
que cuentan con PPT. Para esto, se facilitaron 
tres grupos de diálogo en tres ciudades dife-
rentes: Cúcuta, ciudad fronteriza con Venezue-
la; Pasto, municipio con cercanía a la frontera y 
entrada al sur del continente; y Soacha, una de 
las poblaciones del centro del país con más pre-
sencia de migrantes (46.837 personas según Mi-
gración Colombia). 

En estos grupos de diálogo se propiciaron con-
versaciones de personas migrantes venezolanas 
en torno a su experiencia y la de sus familias, 
con relación al acceso a salud, trabajo y educa-
ción por medio del PPT. Igualmente, se realiza-
ron encuestas telefónicas para indagar sobre las 
dificultades de acceso a estos derechos y a los 
servicios asociados a estos como recepción de 
medicamentos, contratos laborales y matriculas 
escolares, entre otros.

El ejercicio anteriormente descrito permitió rea-
lizar un estudio de análisis, cuyos resultados se 
presentarán en el presente documento, el cual 
expone los principales hallazgos tanto generales 
como particulares de cada derecho, y propone 
una serie de recomendaciones dirigidas al sec-
tor empresarial, el gobierno nacional e institu-
ciones específicas. 

5  De igual forma, hay que advertir sobre el adelgazamien-
to del sistema de protección, medidas como el ETPV, que 
son temporales, desvían la responsabilidad internacional 
de proteger a través de mecanismos como el refugio que 
son permanentes y son un derecho humano. Por ejemplo, 
para aplicar al ETPV se tenía que renunciar a la solicitud 
de refugio en Colombia, lo que va en contrasentido de las 
responsabilidades de los Estado frente a las personas con 
necesidad de protección internacional.

Así mismo, este estudio recoge las voces de las 
personas que acompaña el JRS/COL y plantea un 
diálogo tendiendo como base elementos norma-
tivos, contextuales y estructurales, de tal manera 
que se pueda analizar el alcance del PPT y se de-
bata sobre alternativas de solución para contribuir 
al mejoramiento de las condiciones de vida de las 
personas migrantes provenientes de Venezuela.

En términos generales, de las 80 personas en-
cuestadas, el 56% (45 migrantes) manifestaron 
haber enfrentado al menos una barrera de ac-
ceso a cualquiera de los tres derechos obser-
vados (salud, trabajo y educación); 36 personas 
indicaron que el derecho con el que más difi-
cultad accedieron es a trabajo formal, seguido 
de salud con 18 personas, y educación con un 
total de 16 personas. En algunos casos, se en-
frentaron barreras en dos o incluso tres dere-
chos, lo que supone una afectación en distintas 
áreas de la vida, configurando altos niveles de 
vulnerabilidad.

HALLAZGOS 
GENERALES:

Derechos, género y edad

Gráfica 1. Porcentaje de personas 
que tuvieron barreras de acceso a 

salud, educación y/o trabajo.

56
44

Enfrentó barreras No enfrentó barreras 

Fuente: Elaboración propia
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Fuente: Elaboración propia

Gráfica 2. Porcentaje de personas 
con barreras por derecho.

Gráfica 4. Barreras acceso derechos 
en personas de 21 a 45 años.

Trabajo Salud Educación
51% 26% 23%

Fuente: Elaboración propia Fuente: Elaboración propia

Por su parte, se identificó que las personas en-
tre los 21 y 45 años son quienes más barreras de 
acceso a derechos enfrentan, lo que equivale a 
un 73% de la población encuestada. A esto hay 
que agregar que, en comparación con los otros 
derechos, las personas en estos rangos de edad 
enfrentan mayoritariamente dificultades para 
acceder a trabajo; esto evidentemente repercu-
te en la capacidad de las familias migrantes para 
acceder a recursos económicos, pues, común-
mente las y los proveedores de los hogares se 
encuentran entre estas edades.

Consecuencia de lo anterior, mientras mayor sea 
barrera de acceso a trabajo, y, por ende, menores 
los ingresos económicos, mayores son las probabi-
lidades de sufrir inseguridad alimentaria, endeu-
damiento, limitada satisfacción de necesidades 
básicas como aseo, vestido, vivienda, entre otras.

Gráfica 3. Barreras de acceso 
por rangos de edad.

40%
33%

9%
7%
7%

4%

31 - 45 años

46 - 55 años

5 - 10 años

56 - 60 años

11 - 20 años

21 - 30 años

En cuanto al género, llama la atención que el 
84% de la población que enfrentó barreras para 
el acceso a sus derechos son mujeres, particu-
larmente en trabajo, mientras que tan solo 7 
hombres manifestaron encontrarse con dichas 
barreras. Esto se debe a que, comúnmente, las 
mujeres son quienes asumen labores de cuida-
do relacionadas a la salud y la educación del nú-
cleo familiar, al mismo tiempo que tienen que 
trabajar para proveer el hogar. 

En consecuencia, al cumplir con labores asocia-
das al cuidado, como solicitar y acompañar a ci-
tas médicas, hacer los trámites para matricular 
a las niñas y niños en las instituciones educati-
vas, o realizar diligencias bancarias, se ven más 
expuestas que los hombres a enfrentar barreras 
de acceso a derechos con su PPT. Así mismo, la 
búsqueda de trabajo se dificulta pues, según 
las mujeres que participaron de los diálogos, no 
pueden cumplir jornadas laborales completas 
porque tienen que cuidar a hijos, hijas, nietos o 
adultos mayores, situación que se agrava en el 
contexto migratorio, pues las personas no cuen-
tan con una red de apoyo sólida en el país al que 
migran, a la que le puedan delegar estas tareas 
para poder trabajar.

Lo anterior se conoce como feminización de las 
migraciones, un concepto que propone que a 
las mujeres se les delega la responsabilidad de 
garantizar la sostenibilidad de sus hogares, al 
mismo tiempo que tienen que lidiar con las si-
tuaciones derivadas de migrar. Esta responsa-
bilidad motiva su migración hacia otros países 
donde terminan trabajando en labores domés-
ticas de otras familias para sostener económica-
mente a las suyas (Orozco, A. 2007).

Trabajo

Salud

Educación

29
15 10
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Si bien esto abre oportunidades laborales, es-
tas están dirigidas principalmente a mujeres a 
razón de su género, lo que termina relegándo-
las a trabajos mal remunerados y poco recono-
cidos. Es decir que difícilmente logran acceder 
a sectores laborales donde obtengan un sueldo 
suficiente para cubrir las necesidades de sus 
hogares. Esto se profundiza si se considera que 
migrar no supone un desprendimiento absoluto 
de las tareas de cuidados que realizaban en sus 
países de origen, sino que empiezan a cumplir-
las vía telefónica, enviando remesas, ofreciendo 
apoyo emocional y gestionando las situaciones 
del hogar en la distancia6.

Con respecto a esto, vale la pena aclarar que la 
muestra está mayoritariamente conformada por 
mujeres no por decisión metodológica, sino por-
que las mujeres, precisamente en cumplimiento 
de esas labores, son quienes más se acercan a las 
organizaciones humanitarias en busca de apoyo 
para responder a las necesidades de su familia, 
además de tener la jefatura en hogares monopa-
rentales. Esto, al contrario de desvirtuar el argu-
mento, refuerza la propuesta de que las mujeres 
comúnmente son quienes se encargan de dili-
gencias como solicitar asesoría jurídica, apoyos 
para acceso educativo, y apoyo para garantizar la 
alimentación de ellas y sus familias.

6  En ocasiones, las labores de cuidado que se tienen 
que cumplir de manera presencial en los países de origen 
también son delegadas a otras mujeres como hijas, tías, 
abuelas, entre otras. De esta manera, mientras una mujer 
del núcleo trabaja en el sector doméstico en otro país, en el 
de origen, otra mujer de ese mismo hogar se encarga de las 
tareas que “originalmente” le correspondían a quien migró, 
esto termina conformando cadenas globales de cuidado 
(Orozco, A. 2007).

Gráfica 5. Barreras de acceso 
a derechos por sexo.

Fuente: Elaboración propia

6
5
4

30
13
12

Trabajo Salud Educación

Hombre

Mujer

Acceder trabajo es un derecho fundamental 
que, según la Declaración de Cartagena, debe 
ser protegido y garantizado en el contexto mi-
gratorio ya que, a través de este derecho, se con-
tribuye a que la población migrante supere el 
estado de desprotección y pueda satisfacer sus 
necesidades básicas, generando oportunidades 
y reduciendo su dependencia de instituciones 
públicas en su situación migratoria, caracteriza-
da por la alta necesidad de atención estatal. Adi-
cionalmente, el trabajo le ofrece recursos para 
reconstruir su proyecto de vida, roto por la mi-
gración forzada, así como para acceder a vivien-
da, alimentación, bienes y servicios que favorez-
can su proceso de integración socioeconómica 
y su capacidad de generar redes de apoyo en el 
nuevo lugar de residencia.

Reconociendo estas virtudes, la resolución 971 
de 2021 estableció que el PPT es un documen-
to válido para obtener trabajo formal a través 
de cualquier tipo de contrato vigente en el país, 
para lo cual también es necesaria la bancariza-
ción como una condición legal para vincularse 
laboralmente y para emprender. A continuación, 
se presentan los principales hallazgos sobre la 
experiencia de las personas migrantes acce-
diendo a trabajo formal y a productos bancarios 
como parte de los derechos que se les deben ga-
rantizar con el PPT.

	 Acceder a un trabajo formal con plenas ga-
rantías y derechos es una de las principales 
dificultades que enfrenta la población mi-
grante proveniente de Venezuela. Aun es-
tando regularizados con PPT, que les autori-
za trabajar en el país tal como lo establece la 
Resolución 971 de 2021, tan solo tres personas 
participantes en los grupos de diálogo mani-
festaron tener un trabajo formal con contrato 
y las prestaciones que este les otorga.

ACCESO A 
TRABAJO 
CON PPT:

Formalización laboral, bienes y 
servicios para la integración
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Fuente: Elaboración propia

Según las personas encuestadas, se les ha ne-
gado la posibilidad de trabajar por tener nacio-
nalidad venezolana, con base en señalamientos 
que les estigmatizan y excluyen, lo que configu-
ra una barrera de tipo cultural. Así mismo, se han 
identificado casos de desinformación en el que 
las empresas o empleadores no les contratan 
porque tienen la falsa creencia que, con el PPT 
no se autoriza tener un contrato formal. 

	 Esto evidencia un relevante límite en el al-
cance del ETPV, el cual busca que las perso-
nas migrantes provenientes de Venezuela 
accedan a trabajo y garanticen recursos para 
realizar su proceso de integración socioeco-
nómica en el país. 

	 A propósito, el Ministerio de Trabajo, en co-
laboración con algunas organizaciones hu-
manitarias, publicó una guía para la contra-
tación laboral migrantes venezolanos (2021), 
con la cual socializó las rutas de contratación 
con los diferentes mecanismos de regulari-
zación migratoria, incluyendo el PPT. Sin em-
bargo, estos esfuerzos se ven limitados por 
barreras que la regularización, por sí sola, no 
puede sobrepasar; es importante reconocer 
que solo hecho de poseer un documento no 
es suficiente para acceder a trabajo con con-
diciones dignas, por lo que se hace necesario 
un seguimiento riguroso a la implementa-
ción del ETPV, que incluya la sensibilización 
e información a las empresas y empleadores, 
sobre los alcances del PPT y el impacto que 
genera contar con un trabajo para las perso-
nas migrantes.

Gráfica 6. Razones por las 
que no cuenta con trabajo 

formal, a pesar de tener PPT.

Me lo nega-
ron por ser 
de Venezuela

Me dijeron 
que con PPT 
no podía te-
ner contrato

Otra

Fuente: Elaboración 
propia

22% 45%

33%

Según las conversaciones con la población par-
ticipante, los intentos por conseguir trabajo son 
bastantes y, a pesar de tener PPT, en los casos 
que pueden acceder a un trabajo, es informal y 
en condiciones de explotación. Esto produce in-
seguridad alimentaria, afecta su capacidad para 
conseguir vivienda, para permanecer en el sis-
tema educativo o para acceder a mínimos vita-
les. En general, no contar con un trabajo formal 
y digno incide en el proceso de integración so-
cioeconómica y afecta otras áreas de la vida. 

Por otro lado, el escenario de la bancarización 
tampoco es el más favorable. De las 36 personas 
que manifestaron enfrentar barreras de acceso 
a trabajo tan solo nueve (25%) tienen una cuenta 
bancaria, de las cuales cinco la obtuvieron con di-
ficultades, las cuales incluyen un sistema interno 
de la entidad bancaria sin actualización de acceso 
con PPT, o la negación inmediata por el tipo de do-
cumento presentado, indicando que, tras un pro-
ceso jurídico, finalmente se lograba la admisión.

Gráfica 7. Personas bancarizadas.

Personas con barreras de 
acceso a bancarización36

Personas bancarizadas9

Personas con barreras de 
acceso a trabajo5

El 75% restante no ha podido acceder a una 
cuenta bancaria, un requisito indispensable en 
el país para trabajar y emprender; de hecho, en 
la gráfica 6, sobre acceso a trabajo, en “otras ra-
zones para no acceder a un trabajo formal”, se 
identificaron casos en los que las personas no 
han   podido tener un contrato laboral porque 
no han podido acceder a servicios bancarios. 

Sobre las razones específicas para no contar con 
un servicio bancario, el 37% de las personas ma-
nifestaron no haber solicitado una cuenta o un 
crédito; sin embargo, llama la atención que el otro 
37% señaló que en las entidades financieras les in-
dicaron que no podían obtener un servicio banca-
rio con su PPT y el 26% no sabía que podía solicitar 
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estos servicios con su documento. Adicionalmen-
te, se identificaron casos, no tan generalizados, en 
los que se tuvieron dificultades para emprender 
un negocio por no poder acceder a una cuenta de 
banco, y casos en los que se les permitía aperturar 
una cuenta, pero no solicitar un crédito. 

Es importante mencionar que el porcentaje que 
no ha tenido la necesidad o el interés de obtener 
estos servicios de bancarización no habla de una 
barrera directamente relacionada con el PPT. Sin 
embargo, la desinformación por parte de las y los 
migrantes sobre esta posibilidad, indica la exis-
tencia de vacíos en la implementación del ETPV, 
en este caso, referentes al acceso a la informa-
ción sobre los beneficios que otorga, sin olvidar la 
corresponsabilidad de la población de informar-
se sobre las políticas y las normas migratorias. 

Al respecto, el JRS/COL solicitó un concepto jurí-
dico a la Superintendencia Financiera, la autori-
dad encargada de vigilar y controlar las entidades 
bancarias en Colombia, sobre estos casos. En di-
cho concepto, la institución señala que las entida-
des que vigila tienen autonomía para evaluar las 
condiciones y los riesgos de establecer acuerdos 
financieros, y con base en ese análisis autorizar, re-
chazar o suspender un servicio a un cliente; estas 
decisiones deben estar justificadas en criterios ob-
jetivos y razonables. Así mismo, indica que, a pesar 
de que tienen esta libertad, las entidades financie-
ras no pueden negar sus servicios por motivos de 
raza, sexo u origen nacional, ni desconocer la nor-
mativa colombiana que autoriza una serie de do-
cumentos, entre esos el PPT, para adquirir dichos 
servicios. En relación a esto, como se mencionó 

Gráfica 8. Motivos para no acceder 
a bancarización con PPT.

No he solicitado crédito o 
cuenta de ahorro37%

Me dijeron que con PPT  no 
puedo acceder a esos servicios.37%

No sabía que podía 
solicitarlo con mi PPT26%

Fuente: Elaboración propia

anteriormente, las y los participantes indicando 
que les han negado los servicios porque la entidad 
no autoriza el PPT como documento válido para 
estos, lo cual no da lugar a la evaluación de criterio 
objetivos y, de entrada, desconoce lo que se esta-
blece en la Carta Circular 71 de 2021 y la Carta Cir-
cular 51 de 2023 de la Superintendencia Financiera.

Por otro lado, que 10 de las 27 personas que no han 
accedido a servicios bancarios manifiesten que se 
los negaron porque, según los bancos, el PPT no es 
válido para obtenerlos, evidencia una barrera para 
el alcance de garantía de derechos y acceso a bie-
nes de este documento, la cual persiste a pesar de 
que, según la Carta Circular 71 de 2021 de la Super-
intendencia Financiera, el PPT debe ser admitido 
para obtener productos y/o servicios financieros 
con cualquiera de las entidades bancarias. Este 
documento fue respaldado posteriormente con la 
Carta Circular 51 de 2023, en el que esta misma en-
tidad ratifica que las entidades bajo su vigilancia 
tienen la obligación de admitir el PPT como docu-
mento válido para acceder a servicios bancarios; 
esto ante la advertencia de casos en los que estos 
le fueron negados a personas migrantes. 

En esta misma línea de bancarización, otro ha-
llazgo importante se refiere a que las personas 
migrantes regularizadas con PPT no han podi-
do obtener bienes y servicios mediante créditos 
que ofrecen empresas privadas como almace-
nes o supermercados. De las 36 personas que 
manifestaron enfrentar barreras de acceso a tra-
bajo, el 92% no ha podido acceder a productos a 
crédito, mientras que el 8% lo ha conseguido con 
algunas dificultades como, por ejemplo, pedir el 
favor a alguien con cédula de ciudadanía que so-
licite el servicio a su nombre, o han tenido que 
presentar o cumplir requerimientos adicionales.

Gráfica 9. Porcentaje de personas 
que no pudieron acceder a productos 

a crédito con PPT.

No accedió a productos a crédito

Sí accedió a productos a crédito

92%

8%
Fuente: Elaboración propia
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De acuerdo con lo conversado con la población 
participante, las personas han intentado obtener 
celulares, computadores, electrodomésticos y 
motocicletas a crédito en entidades controladas 
y vigiladas por la Superintendencia de Industria 
y Comercio o por la Superintendencia Financie-
ra7. Estos bienes los utilizan para trabajar o para 
estudiar, por ejemplo, algunas personas que em-
prenden pequeños negocios utilizan los celulares 
como herramienta para vender y promocionar sus 
productos, algunas otras para recibir pagos por 
transferencia; en otros casos, incluso, requieren 
una motocicleta para desplazarse más fácilmente 
a hacer arreglos de plomería o electricidad; oficios 
que son su medio de vida. 

En temas educativos, estos productos son muy 
importante como herramientas para contribuir 
a la permanencia escolar y el buen desarrollo del 
proceso educativo; en general, son bienes que 
contribuyen al proceso de integración socioe-
conómica, facilitando el trabajo, la obtención de 
recursos y la educación. 

Frente a esta barrera, llama la atención que el 
56% de las personas manifiestan que, cuando 
van a solicitar los bienes a crédito, la entidad pri-
vada no permite que presenten la solicitud con 
su PPT y mencionan que solo se puede solicitar 
crédito con cédula de ciudadanía, cédula de ex-
tranjería o pasaporte. 

Esto representa otro límite en el alcance del 
ETPV, el cual, en su implementación, no ha im-
pactado con suficiencia los procesos y procedi-
mientos de actores privados regulados por el 
Estado. Así mismo, prevalece la desinformación 
en la sociedad en general sobre los beneficios 
del mecanismo de regularización y la exclusión 
de acceso a bienes y servicios. Si bien estas di-
ficultades pueden estar asociadas a circunstan-
cias que no se relacionan directamente al me-
canismo, son barreras que se pueden minimizar 
con una implementación y sensibilización más 
rigurosa y, sobre todo, pone de manifiesto que la 

7  Esta información fue verificada en la Lista general de 
entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia, con base en algunas de las entidades que 
mencionaron las personas acompañadas. Para con-
sultar el listado ver: https://www.superfinanciera.gov.
co/publicaciones/61694/industrias-supervisadasenti-
dades-vigiladas-por-la-superintendencia-financiera-de-co-
lombialista-general-de-entidades-vigiladas-por-la-superin-
tendencia-financiera-de-colombia-61694/

regularización no es suficiente para garantizar el 
acceso a derechos y beneficios en Colombia.

Gráfica 10. Motivos para no acceder 
a productos a crédito con PPT.

Fuente: Elaboración propia
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a esos servicios

Es importante precisar que las empresas impli-
cadas en este apartado del estudio pueden ser 
vigilada por la Superintendencia de Industria y 
Comercio o por la Superintendencia Financiera. 
Por ejemplo, existen entidades de carácter pri-
vado que ofrecen bienes y servicios a crédito y 
que ese crédito es respaldado por una entidad 
bancaria, en ese caso es competencia de la Su-
perintendencia Financiera y, por tanto, debería 
admitir el PPT como establece la Carta Circular 
71 de 2021. Por otro lado, si el crédito es respal-
dado por la misma entidad, es decir, no lo ter-
ceriza a una entidad bancaria, esta es vigilada y 
controlada por la Superintendencia de Industria 
y Comercio, la cual, para la fecha de publicación 
de este estudio, no cuenta con un instrumento 
normativo que implemente el PPT en el sector 
comercio que es de su competencia; esto se ve-
rificó en el apartado normativo de la página web8 
y se constató en labores de campo realizadas di-
rectamente en las oficinas de la entidad.

Al respecto, el JRS/COL solicitó un concepto jurí-
dico a la Superintendencia de Industria y Comer-
cio, la cual manifestó que, si bien existe la libertad 
económica y la libre autonomía de la voluntad 
para ofrecer bienes y servicios a crédito, estas li-
bertades tienen un límite que se consignan en 
el Estatuto de Protección al Consumidor. Dentro 

8  Para consultar la normativa, ver: https://www.sic.gov.co/
repositorio-de-normatividad
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de esos límites se encuentra que los consumi-
dores deben ser tratados equitativamente y de 
manera no discriminatoria y que es de su com-
petencia garantizar el trato digno y no discrimi-
natorio del consumidor. Este reconocimiento es-
tablece la importancia del derecho que tienen 
las personas, independientemente de su origen, 
de no ser excluidos de dichos servicios y bienes. 
De igual forma es muy significativo que se seña-
le que estas libertades, en el marco de intercam-
bio comerciales, tienen límites y que no pueden 
sobre pasar las normas del orden público.

Así mismo, se reconoce que existen avances im-
portantes en la inclusión del PPT en las entida-
des bancarias con mayor presencia en el país, 
las cuales admiten el documento para acceder 
a sus servicios bancarios. Sin embargo, preva-
lecen casos en los que entidades bancarias no 
admiten este documento para apreturar cuen-
tas o solicitar créditos, frente a lo cual se estima 
necesario hacer un ejercicio de socialización de 
los alcances del PPT, que contribuya a prevenir y 
mitigar el desconocimiento que deriva en la ne-
gación del servicio. 

Adicionalmente, se evidencia que existe un vacío 
orientativo en la implementación del ETPV por 
parte de la Superintendencia de Industria y Co-
mercio que, lejos de ser un señalamiento, es una 
oportunidad de acción y de trabajo para contribuir 
a que las personas migrantes regularizadas acce-
dan a bienes que faciliten su integración socioeco-

nómica, su sostenimiento y su proceso educativo.

El derecho a la salud es universalmente un dere-
cho humano que no puede ser negado a ningu-
na persona a razón de su origen, nacionalidad o 
condición migratoria; a través de este se garantiza 
el derecho a la vida que, de igual forma, es de es-
pecial protección y es deber de todas y todos pro-
moverlo y garantizarlo. Con el ánimo de que este 
derecho cobije a la población migrante, Migración 
Colombia (2021), en el artículo 14 de la Resolución 
971, estableció que el PPT es un documento váli-

La experiencia migratoria fren-
te a las barreras estructurales.

SALUD:

do para acceder al derecho a la salud y a todos los 
servicios de atención médica en el país. 

En consecuencia, el Ministerio de Salud (2022) dis-
puso que este documento se incluyera dentro de 
los sistemas que integran el Sistema de Protec-
ción Social para que las y los migrantes venezola-
nos puedan obtener medicamentos, tratamientos 
especializados, citas médicas y, en general, todos 
los servicios y beneficios de salud en Colombia9. En 
este apartado se abordan las principales barreras 
de acceso al derecho a la salud que enfrenta la po-
blación migrante regularizada con PPT.

	 En materia general, el 26% de las personas 
que enfrentaron dificultades en el acceso a 
derechos, indicaron que las enfrentaron en la 
garantía del derecho a la salud, mayoritaria-
mente en servicios como afiliación, seguido 
de tratamientos especializados y citas médi-
cas, como se ve en la siguiente gráfica.

A pesar de que los porcentajes indican la exis-
tencia de dificultades de acceso a esos servicios, 
dichas dificultades no están asociadas directa-
mente a circunstancias relacionadas con PPT; de 
hecho, de las personas participantes, la mayoría 

9  Estos servicios están consignados en el Plan de Benefi-
cios de Salud, regulado por la Resolución 2366 de 2023. Ver 
más: https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/
Resolucio%CC%81n%20No%202366%20de%202023.pdf

Gráfica 11. Porcentaje de barrera 
de alcance por servicio.

Fuente: Elaboración propia

61% de afiliaciones

11% de citas médicas

6% de medicamentos

22% de tratamientos 
especializados
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manifestaron que es uno de los derechos a los 
que más amplío acceso tienen; incluso, indican 
que se les ha brindado tratamientos especializa-
dos para condiciones especiales como el autismo. 

	 Como se muestra en la gráfica número 12, 
el 83% de los motivos por los cuales las per-
sonas no lograron acceder al servicio de sa-
lud, se concentra en la opción “otro”, que 
se refiere a barreras estructurales como la 
falta de cobertura del sistema de salud, de-
moras en los trámites, retrasos en la asig-
nación de citas, falta de personal médico, 
demoras en las visitas del Sistema de Iden-
tificación de Potenciales Beneficiarios de 
Programas Sociales (SISBÉN), requisito de 
caracterización y puntuación de las condi-
ciones socioeconómicas de la persona y su 
familia para acceder a servicios subsidiados 
de salud, entre otras. 

Sin embargo, existen casos no tan generaliza-
dos en los que se ha negado el servicio por razo-
nes asociadas al PPT; tal es el caso de una per-
sona no regularizada que no ha podido afiliar a 
su hijo al sistema de salud, a pesar de que este 
sí cuenta con el PPT; la EPS manifiesta que si la 
madre no está regularizada no puede afiliar al 
menor, por no contar con un núcleo familiar con 
un adulto titular.

A pesar de que los avances en la implementa-
ción del ETPV en materia de salud son significa-
tivos y que las barreras de acceso no están aso-
ciadas directamente al documento, las personas 
migrantes enfrentan barreras estructurales en 
unas condiciones diferenciales a razón de la ex-

Gráfica 12. Porcentaje de motivos 
para no acceder a servicios de salud.

Fuente: Elaboración propia

11% Me negaron el 
servicio con mi PPT

6% Me negaron el servicio 
por ser de Venezuela

83% Otro

periencia migratoria; en la mayoría de los casos, 
migrar implica llegar a un país desconocido, con 
una red de apoyo reducida y con altos niveles de 
vulnerabilidad. Por ejemplo, se han presentado 
casos en los que tienen que asistir a tratamien-
tos médicos en municipios distintos al de resi-
dencia, para lo cual no tienen recursos ni cuen-
tan con una red familiar en el país que pueda 
ayudar a cubrir esos gastos. 

Ante esto, es importante reconocer que la po-
blación migrante tiene unas afectaciones pro-
pias y distintas asociadas a no conocer cómo 
funciona el sistema de salud o no contar con 
suficientes fuentes de ingresos o dinero para 
comprar los medicamentos que no cubre dicho 
sistema; esto no genera las barreras estructura-
les, pero sí son particularidades que dificultan 
el enfrentarlas.

Avances en acceso, 
pero no en titulación.

EDUCACIÓN:

El derecho a la educación está ampliamente 
protegido en Colombia, disposiciones normati-
vas como el artículo 67 de la Constitución Po-
lítica y la Ley General de Educación (Ley 115 de 
1994), disponen que este derecho se debe ga-
rantizar sin discriminar por condición migra-
toria, nacionalidad, sexo, género, etnia, entre 
otros. Adicionalmente, en temas migratorios, 
Colombia ha suscrito tratados y convenios in-
ternacionales que protegen el derecho a la 
educación para la población migrante; dentro 
de estos se destacan la Convención sobre los 
Derechos del Niño, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 
y la Declaración de Cartagena. 

Muestra de lo anterior es que, incluso antes de 
la creación del ETPV, el Ministerio de Educación 
(en adelante MEN) ya había establecido que no 
era indispensable un documento de regulariza-
ción para acceder a educación en el país; en la 
circular conjunta 016 de 2018, se señala que ante 
la ausencia de cualquier documento de identi-
ficación se podía registrar con el Número Esta-
blecido por la Secretaría de Educación (NES), el 
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cual autorizaba que las personas migrantes se 
acogieran a todos los beneficios del sistema edu-
cativo colombiano. 

Todo este ecosistema normativo reconoce a la 
educación como un medio para generar oportu-
nidades de integración, protección y acogida; ac-
ceder a este derecho posibilita la reconstrucción 
de los proyectos de vida de las personas migran-
tes, genera de redes de apoyo en comunidades 
educativas, potencia sus capacidades para apor-
tar al país y otorga herramientas para el desarro-
llo de sus familias. 

En este sentido, en la circular N.° 38 de 2023 del 
MEN se establece que las personas migrantes 
regularizadas con PPT pueden acogerse al sis-
tema de educación colombiano, cursar una tra-
yectoria educativa, titularse en cualquiera de 
los niveles educativos y acceder a estrategias 
de permanencia escolar. A continuación, se en-
cuentran los principales hallazgos en acceso a 
educación, haciendo especial énfasis en matri-
cula y titulación:

	 En materia de educación, la situación es si-
milar a la de salud; las personas participantes 
indicaron que es el derecho en el que menos 
encontraron barreras para acceder (23%) y 
en su gran mayoría las personas han podido 
cursar diferentes niveles académicos, inclu-
yendo el nivel técnico y tecnológico en insti-
tuciones públicas y privadas, así como matri-
cular a sus hijos e hijas (menores de 18 años) 
en el sistema educativo colombiano. 

Cabe destacar que, en la actualidad, las únicas 
personas que pueden continuar solicitando 
el PPT son niños, niñas y adolescentes (NNA) 
que estén matriculados en alguna institución 
educativa del país. De esta forma, acceder a 
sistema educativo se convirtió en un incenti-
vo para la regularización de la niñez, un avan-
ce muy significativo en materia de garantía de 
derechos. Sin embargo, de las 16 personas que 
enfrentaron barreras de acceso a educación, 10 
tuvieron dificultades para conseguir cupos es-
colares, situación que superaron posteriormen-
te. Según su experiencia, en la mayoría de los 
casos las directivas de las instituciones educati-
vas les negaban los cupos por ser niños y niñas 
venezolanas, por lo que las familias tenían que 
buscar cupos en otras instituciones hasta que 
les admitieran.

Si bien estas situaciones fueron superadas, aún si-
guen ocurriendo en el país y exponen una brecha 
para la integración de la población migrante al 
sistema educativo, una barrera que no puede ser 
sorteada solamente contando con un documen-
to que habilite el acceso pues, como se observa, 
hay otros elementos culturales que lo limitan. De 
allí la importancia de avanzar en la vigilancia, in-
formación y sensibilización de las comunidades 
e instituciones educativas, sobre la necesidad y 
prioridad derivada de la protección especial de 
niñas y niños, de vincularles al sistema educativo 
como un medio para favorecer la integración de 
la niñez, la juventud y la de sus familias. 

Por otro lado, en cuanto a estrategias de perma-
nencia escolar el panorama es favorable; las per-
sonas migrantes manifiestan que viven cerca a 
las instituciones educativas y que a sus hijos e 
hijas se les ofrece alimentación escolar y, cuando 
no lo hacen, pueden cubrirla aun con las dificul-
tades de la informalidad laboral. Incluso, se iden-
tificó un caso en el que la institución educativa 
ofrece acompañamiento psicopedagógico a un 
niño venezolano con autismo; en este sentido, el 
alcance del PPT se puede valorar como positivo. 

No obstante, existe una barrera importante para 
la permanencia escolar que surge porque, a pesar 
de que los menores de edad inscritos en el siste-
ma educativo pueden aplicar al PPT, sus familias 
no pueden acogerse a este si lo solicitaron en una 
fecha posterior al mes de abril de 2022. Como re-
sultado, las madres y padres no pueden acceder 
a trabajo formal y obtener recursos para cubrir 
gastos escolares, lo que amenaza la permanencia 
de sus hijos e hijas en las instituciones educativas. 

Fuente: Elaboración propia

Gráfica 13. Porcentaje de motivos 
para no acceder a cupos escolares.
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Frente a esta situación, el 26 de septiembre de 
2024, el gobierno colombiano publicó el decreto 
1209, mediante el cual creó el Permiso Especial 
de Permanencia para Representantes Legales 
o Custodios de niñas, niños y adolescentes (PEP 
tutor). Sin embargo, existen dudas sobre cier-
tos requisitos para su aplicación, pues el decre-
to establece que solamente pueden aplicar las 
y los tutores cuyos NNA a cargo tengan un PPT 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, lo cual 
es contrario a la Resolución 971 de 2021, que es-
tablece que los NNA pueden aplicar al PPT hasta 
el 2031. Esto significa que las y los tutores, cuyos 
NNA hayan accedido al PPT en fechas posterio-
res al año 2023, no puedan obtener el PEP tutor, 
lo que les excluye de este mecanismo de regula-
rización y lleva a que sigan enfrentando barreras 
de acceso a trabajo, el cual es necesario para fa-
vorecer la permanencia de sus NNA en el siste-
ma educativo y garantizar la unidad familiar. 

A pesar de que el panorama de acceso y perma-
nencia es favorable, un hallazgo significativo es 
que algunas instituciones educativas no están 
permitiendo que los NNA venezolanos se gra-
dúen; según la experiencia de la población par-
ticipante, las instituciones educativas les exigen 
tener el PPT en físico, aprobado o en trámite.  Es-
tas razones van en contravía de la Circular Nro. 
38 de 2023 del MEN, la cual establece que, para 
los casos en que no se cuente con un documen-
to de regularización, se debe expedir el diploma 
y acta de grado con el número de identificación 
del país de origen o el número establecido por la 
Secretaría de Educación (NES)10. 

Esta problemática, de la que se identificaron seis 
casos, implica vulneraciones al derecho a la edu-
cación, debido a los retrasos en el proceso edu-
cativo y las barreras para la movilidad escolar, es 
decir, limitan que el estudiante pueda avanzar al 
grado siguiente o a educación superior. Lo an-
terior dificulta que las y los jóvenes venezolanos 
consigan trabajos formales y/o se cualifiquen para 
ingresar al mercado laboral en unas condiciones 
dignas que beneficien a sus familias que, por la 
experiencia migratoria, viven en situación de vul-
nerabilidad. Esto limita que las familias obtengan 
fuentes de ingresos estables y suficientes que les 
permitan salir de la situación de vulnerabilidad y 
contribuyan a su integración socioeconómica. 

10  Literal F. Graduación, Diplomas y actas de grado.

RECOMENDACIONES
1 	 Al Gobierno Nacional, es importante tra-

bajar en una política pública de integración 
social, económica y cultural de la población 
migrante proveniente de Venezuela, en este 
sentido, se recomienda realizar seguimien-
to a la reglamentación de Ley 2136 de 2021 y 
poder articularla con los avances de imple-
mentación del ETPV para identificar oportu-
nidades de mejora, ajustes concretos de pro-
cesos y procedimientos de las instituciones 
públicas y privadas vinculadas en la garantía 
de derechos y acceso a bienes y servicios, así 
como actualizaciones pertinentes para redu-
cir las barreras que con la regularización no 
se pueden enfrentar por sí solas. 

	 Adicionalmente, es necesario que los avances 
en integración partan del principio de que 
son las mujeres migrantes quienes, mayori-
tariamente, enfrentan las barreras de acceso 
a derechos en razón del cumplimiento de las 
labores de cuidado del hogar delegadas ge-
neralmente debido a su género. Así mismo, es 
muy importante que la atención de las mu-
jeres migrantes no solo aborde la regulariza-
ción, sino que contemple esfuerzos concretos 
por facilitarles el cumplimiento de sus labores 
de cuidado, a través del acceso a programas 
del gobierno, incentivos para su vinculación 
laboral en sectores distintos al doméstico, y la 
promoción de su integración social para cons-
truir redes de apoyo los territorios receptores. 

2 	 A Migración Colombia recomendamos reali-
zar el seguimiento sobre cómo los ministerios, 
el sector privado y demás instituciones públi-
cas, han implementado el ETPV, evaluando 
cómo se ha integrado dentro de cada sector y 
las labores que se pueden realizar para mejo-
rar dicha implementación, con miras a que se 
reduzcan las barreras de acceso a derechos, 
beneficios, bienes y servicios con el PPT. 

3 	 Al sector empresarial le invitamos a obtener 
información veraz actualizarse sobre la nor-
mativa que permite a la población migrante 
proveniente de Venezuela ejercer cualquier 
actividad legal bajo las modalidades con-
tractuales vigentes, para lo cual pueden con-
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sultar la Guía para la contratación laboral de 
refugiados y migrantes venezolanos en la re-
pública de Colombia, que se encuentra en las 
referencias de este documento. Así mismo, 
creemos plenamente que todas y todos po-
demos contribuir a la construcción de un país 
hospitalario, que acoja a quienes lo necesitan 
y les brinde las oportunidades de reconstruir 
su vida, para lo cual las y los empresarios pue-
den ofrecer las oportunidades de crecimien-
to laboral, económico y personal. 

4 	 A la Superintendencia Financiera, es nece-
sario actualizar los instrumentos normativos 
sobre la implementación del PPT en el sector 
financiero, así como realizar un seguimiento 
a cómo las diversas entidades están apro-
piando este documento para garantizar el 
acceso a los servicios que ofrecen. Además, 
se recomienda informar y sensibilizar sobre 
la importancia de admitir este documento 
como válido para el acceso a bienes a crédi-
to, como una herramienta que contribuye a 
que las personas migrantes alcancen mejo-
res condiciones de vida y tengan facilidades 
para su integración socioeconómica. 

5 	 A la Superintendencia de Industria y Co-
mercio, le invitamos a emitir un instrumen-
to normativo que promueva la implemen-
tación del ETPV en el sector y exhorte a las 
entidades que vigila a admitirlo como un 
documento válido para el acceso a bienes a 
crédito. Para esto, recomendamos aprender 
de la experiencia de otras superintendencias 
e instituciones, y a trabajar en conjunto con 
otros actores para lograr la apropiación de 
este mecanismo de regularización. Recono-
cemos en esta institución la capacidad de 
llenar ese vacío de tal manera que las perso-
nas migrantes puedan obtener herramien-
tas para el trabajo y la educación. 

6 	 Al Ministerio del Trabajo, recomendamos 
generar campañas de difusión sobre los al-
cances y beneficios del PPT y el ETPV a las 
y los empleadores y trabajadores, que con-
tribuyan no solo la prevención de la explo-
tación laboral, sino también que promuevan 
ambientes de trabajo seguros, garantías de 
trabajo dignas y el conocimiento de rutas de 
exigibilidad de derechos laborales especial-
mente para la población migrante. 

7 	 Al Ministerio de Salud y Protección So-
cial, es importante reconocer las condicio-
nes y situaciones diferenciales en que las 
personas migrantes enfrentan las barreras 
estructurales en el acceso a salud; compren-
derlas y aprender de estas contribuye a ofre-
cer un sistema de salud con servicios más 
incluyentes, garantistas y acogedores. Los 
avances han sido significativos; no obstan-
te, los problemas estructurales en materia 
de salud tienen un mayor impacto en po-
blaciones como la migrante, que tiene altos 
niveles de vulnerabilidad.

8 	 Al Ministerio de Educación, recomenda-
mos realizar un seguimiento de la Circular 
n.° 38 de 2023, así como informar de manera 
eficaz a las instituciones educativas sobre el 
deber de permitir la graduación y titulación 
de la población migrante aun cuando no se 
cuenta con el PPT físico o aprobado. Ade-
más, es necesario vigilar más de cerca los ca-
sos en que las comunidades e instituciones 
educativas excluyen, discriminan y estigma-
tizan a la población migrante proveniente de 
Venezuela, vulnerando su proceso educativo 
y de integración. 

9 	 A las instituciones educativas, las diferen-
tes disposiciones normativas en el país esta-
blecen que la población migrante provenien-
te de Venezuela puede acceder al derecho 
a la educación sin ningún tipo de limitante 
asociado al origen; les invitamos a reconocer-
se como parte de la construcción de una Co-
lombia hospitalaria que integre a las familias 
venezolanas, en especial a sus niños y niñas, 
abriendo los espacios de formación, creci-
miento y reconociendo la educación como un 
escenario para estrechar lazos comunitarios. 

10 	 A quienes leen este documento, todos y 
todas hacemos parte de la construcción de 
una Colombia hospitalaria y reconciliada, 
donde visibilizar, dar a conocer y hablar so-
bre la situación de las personas migrantes en 
nuestro país es un acto capaz de generar re-
flexiones sobre la importancia de continuar 
promoviendo diálogos y acciones que inte-
gren, reconcilien y generen transformacio-
nes, partiendo de las pequeñas acciones.
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